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Bogotá D.C., 09 de Marzo de 2021 
 
 
Señor (a) 
JUEZ CINCUENTA CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
E.S.D. 
 
 
Referencia   : EXPEDIENTE 110013103028-2005-00111-00 
Proceso       : EXPROPIACIÓN 
Demandante: EXPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE BOGOTÁ  
                       EAAB ESP. 
Demandado : VENANCIO PARRA SALAMANCA 
Asunto: RECURSO DE REPOSICIÓN Y SUBSIDIARIO EL DE APELACIÓN. 
 
 
 
FRANKY STIVEN TRIANA LÓPEZ., Mayor y vecino de la Ciudad de Bogotá D.C., 
Identificado con la Cedula de Ciudadanía número 1.023. 927.859 expedida en 
Bogotá D.C., y Tarjeta Profesional No. 296.485 del Consejo Superior de la 
Judicatura, Dirección Correo Electrónico Triana.franky@gmail.com  obrando en mi 
condición de apoderado del señor VENANCIO PARRA SALAMANCA persona 
igualmente mayor identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 13.689.050 
expedida en Suaita Santander, y vecino de la Ciudad de Bogotá D.C., demandado 
dentro del proceso de la referencia, respetuosamente manifiesto a usted que por 
medio del presente escrito, y dentro de la oportunidad legal, interpongo RECURSO 
DE REPOSICIÓN Y SUBSIDIARIO EL DE APELACIÓN Contra la Providencia de 
fecha Tres (3) de Marzo de dos mil veintiuno (2021) a través de la cual este 
despacho fijó una indemnización ilegal e irrisoria a cambio de la vivienda familiar de 
mi representado; desconociendo el ordenamiento jurídico nacional, el precedente 
judicial, las normas Internacionales, la Especial Protección Constitucional y el 
Patrimonio de Familia inembargable, para lo cual, presento impugnación en los 
siguientes términos: 

PETICIÓN 
 
1.- Solicito al despacho reponer la Providencia impugnada, ajustando el valor a lo 
ordenado por la H. Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Civil mediante 
Sentencia STC17054-2019 de fecha dieciséis (16) de diciembre de dos mil 
diecinueve (2019) en concordancia con  la Constitución Nacional artículo 13 y 58, el 
Precedente Judicial, y las normas Internacionales expuestas para este fin; aplicando 
la Especial Protección Constitucional que ostenta la familia expropiada. 
 
2. Que de ser negada la reposición, solicito a la Honorable Sala Civil del Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Bogotá, REVOCAR la providencia de fecha Tres (3) 
de Marzo de dos mil veintiuno (2021) del Juzgado Cincuenta Civil del Circuito de 
Bogotá, y en su lugar la alta Corporación ordene la TASACIÓN legal correcta de la 
indemnización conforme al ordenamiento jurídico,  o en su defecto se REUBIQUE 
a la familia afectada en una vivienda de Interés Social a la que pertenecía la vivienda 
expropiada; sin perjuicio de los daño ocasionados al propietario por la expropiación. 
 

SUSTENTACIÓN DEL RECURSO 
 
La H. Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Civil, mediante Sentencia 
STC17054-2019 de fecha dieciséis (16) de diciembre de dos mil diecinueve (2019), 
para lo cual el alto Tribunal señaló: 
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“En efecto, si bien el referido experto del IGAC, en principio, adujo que la casa del 
promotor era urbana por su localización, la valoró como si se tratara de un predio 
rural y tomó como parámetros el precio de la hectárea del sector, para calcular los 
72 metros cuadrados del área de terreno del lote donde se ubica la vivienda, sin 
explicar, de manera científica, las razones de ese proceder. 

  
Adicionalmente, justipreció el bien al 24 de noviembre de 2005, en $15.868.968, y 
dado que ya se habían pagado al gestor $11.367.000, realizó una resta cuyo 
resultado fue $4.501.968, el cual indexó desde esa fecha al 28 de febrero de 2019. 
 
Para la Sala, ese proceder, aceptado por la sede judicial atacada, lesiona 
gravemente el derecho a una indemnización justa de quien resulta expropiado por 
el Estado, pues es inadmisible que no se hubiese actualizado el valor debido del 
inmueble. Ciertamente, se tomó en cuenta un guarismo total del 2005 y se dedujo 
un valor otorgado en 2018 cuando el suplicante hizo la entrega anticipada de la 
heredad el 27 de julio de ese último año.  
 
Evidentemente, por la duración del proceso, el paso del tiempo no podía echarse a 
un lado sin reparar en la depreciación de la moneda, es decir, los 15.868.968 a 
noviembre de 2005, por tanto, ese valor requería ser indexado al presente, luego, 
ahí sí, realizar las deducciones de rigor. 
 
Ahora, como el querellante se vio privado de los frutos civiles –arriendos- de su 
predio desde el 31 de enero de 2008, debido a las obras ejecutadas por la EAAB 
E.S.P., tampoco es justo que no se hubiese efectuado alguna valoración o 
disertación sobre ese aspecto.  
 
Las enunciadas anomalías, condujeron a un monto de indemnización írrito que, en 
la actualidad, no compensa la expropiación padecida”. 
 
(…) 
 
En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil, 
administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
  

 RESUELVE: 
 
“PRIMERO: REVOCAR la sentencia impugnada para CONCEDER la protección 
rogada. 
 
En consecuencia, se ordena al Juzgado Cincuenta Civil del Circuito de Bogotá, que 
dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación 
del presente fallo, deje sin efecto el auto 30 de mayo de 2019, así como las 
providencias que de éste se deriven, y adopte las medidas necesarias, haciendo 
uso de sus facultades oficiosas para obtener la aclaración del dictamen pericial 
rendido por el IGAC, en cuanto valor actualizado de la indemnización en favor del 
actor, con ocasión de la expropiación de su inmueble, conforme a las 
consideraciones aquí expuestas. Envíesele copia de esta providencia.  
 
SEGUNDO: Notifíquese lo resuelto, mediante telegrama, a todos los interesados y 
envíese oportunamente el expediente a la Corte Constitucional para su eventual 
revisión. 
 
 (…). 
  
En el caso que nos ocupa, faltó1). Avaluar la vivienda Conforme al Artículo 61 de 
la Ley 388 de 1997., el Decreto 1420 de 1998 y la Resolución 620 de 2008  del 
IGAC en el que debe incluirse el valor del terreno y la construcción: 
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CALCULO DEL AVALÚO COMERCIAL ACTUALIZADO AL AÑO 2019 
Conforme al Artículo 61 de la Ley 388 de 1997., Decreto 1420 de 1998 y la Resolución 620 de 2008  del IGAC 

Predio Ubicado en la Diagonal 73G Sur No. 78 – 34 Bosa Bogotá D.C. 

 

Ítem    Área m2                      Valor Unitario M2 Subtotal 
Área del Lote  (Terreno)                                                                72 m2                                                  1.410.000                                                                                                         101.520.000 

Área de la Construcción      72 m2                                                          1.047.079       75.389.688  
 
Total Valor Inmueble 
 

 
Ciento setenta y seis millones novecientos nueve mil 
seiscientos ochenta y ocho pesos m/te. 
 

   
    176.909.688 
 

 
2. Falto liquidar el Lucro Cesante mensual $300.000, más el IPC anual, desde el 1° 
de febrero de 2008 y hasta la fecha de entrega de la Vivienda (27 de julio de 2018) 
Total 126 meses: 
 

FECHA DEL 
ARRENDAMIENTO: 

ARRIENDO 
BASE 
MENSUAL: 

AUMENTO 
ARRIENDO I.P.C.  

 NUEVO VALOR 
ARRIENDO 
MENSUAL: 

TOTAL 
ARRIENDO  
MESES: IPC INCREMENT0 

Del 1/2/08 a 31/5/08  $ 300.000 -0-  -0- $ 300.000 4 $ 1.200.000  

Del 1/6/08 a 31/5/09 $ 300.000 5,69% $ 17.70 $ 317.070 12 $ 3.804.840  

Del 1/6/09 a 31/5/10   $ 317.070 7,67% $ 24.319  $ 341.389  12 $ 4.096.668 

Del 1/6/10 a 31/5/11 $ 341.389 3,73% $ 12.733. $ 354.122  12 $ 4.249.464  

Del 1/6/11 a 31/5/12 $ 354.122 2,44% $ 8.640  $ 362.762  12 $ 4.353.144  

Del 1/6/12 a 31/5/13   $ 362.762 1,94% $ 7.037. $ 369.799  12 $ 4.437.588   

Del 1/6/13 a 31/5/14 $ 369.799 3,66% $ 13.534 $ 383.333 12 $ 4.599.996  

Del 1/6/14 a 31/5/15  $ 383.333  6,77% $ 25.951 $ 409.284  12 $ 4.911.408  

Del 1/6/15 a 31/5/16  $ 409.284  5,75% $ 23.533  $ 432.817  12   $ 5.193.804   

Del 1/6/16 a 31/5/17  $ 432.817  4,09% $ 17.702  $ 450.519  12 $ 5.406.228  

Del 1/6/17 a 31/5/18  $ 450.519  3,14% $ 14.146  $ 464.665  12 $ 5.575.980   

Del 1/6/18 a 28/7/18 $464.665 3.14% $14.146 $464.665 2 $     929.330 

TOTAL: Cuarenta y ocho millones setecientos cincuenta y ocho mil cuatrocientos 
cincuenta pesos moneda legal corriente.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                   

$ 48.758.450 

   
Tanto la normatividad vigente, el Precedente Judicial y las normas Internacionales 
establecen que el lucro cesante se debe pagarse a futuro; es decir hasta la fecha 
en que se entregue el predio:  
 
  La Corte Constitucional en Sentencia C-750 de 2015 señala que: 

  
“…en los casos en que se cuantifique la indemnización en la etapa de expropiación 
judicial y/o administrativa, el cálculo del resarcimiento debe tener en cuenta su 
función reparatoria y/o restitutoria dependiendo del caso, de modo que no excluya 
los daños futuros ciertos producto de la expropiación y originados con posterioridad 
a la oferta de compra del bien…”  

El Artículo 1614 del Código Civil que establece:  

“Daño emergente y lucro cesante. Entiéndase por daño emergente el perjuicio o la 
pérdida que proviene de no haberse cumplido la obligación o de haberse cumplido 
imperfectamente, o de haberse retardado su cumplimiento; y por lucro cesante, la 
ganancia o provecho que deja de reportarse a consecuencia de no haberse 
cumplido la obligación, o cumplido imperfectamente, o retardado su cumplimiento”.   

Ha señalado el Consejo de Estado: Sentencia del 4 de diciembre de 2006. Exp.: 
13.168. 
 
“Este último [el lucro cesante] corresponde, entonces, a la ganancia frustrada, a 
todo bien económico que, si los acontecimientos hubieran seguido su curso normal, 
habría ingresado ya o lo haría en el futuro, al patrimonio de la víctima”.  
 
El Artículo 16 de la ley 446 de 1998 establece: 
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 “VALORACION DE DAÑOS. Dentro de cualquier proceso que se surta ante la 
Administración de Justicia, la valoración de daños irrogados a las personas y a las 
cosas, atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los 
criterios técnicos actuariales”.  
 
3. Faltó liquidar el Daño emergente Real:  
 
DAÑO EMERGENTE 
            REAL                                                                                                
                                                                  
                                            
                                            
                                                                
 

Notariado y Registro  escritura nuevo predio   3.125.000         3.125.000 

Desconexión Servicios Públicos                          360.000            360.000 

Desmonte, embalaje y Traslado                      2.300.000         2.300.000 

Arriendo Entrega Anticipada desde 27/07/18        500.000       14.800.000                       

Arriendo provisional, mientras se consigue            500.000         3.000.000 

Honorarios Abogado Expropiación                     17.690.968       17.690.968 

Total Daño Emergente 
Real.                                                                                                                    

 Cuarenta y un millones doscientos setenta y cinco mil 
novecientos sesenta y ocho. 

      41.275.968                                                                                                                                                                  

  
4. Faltó agregar el componente de indemnización por desplazamiento. 
 
5. Se deberá tener en cuenta la situación que ostenta la familia de Especial 
Protección Constitucional, en concordancia con medida cautelar de Patrimonio de 
Familia inembargable que pesa sobre el predio expropiado. 
 
6. La vivienda expropiada constaba de 72M2 cuadrados de Terreno, al igual que 
72M2 de Construcción; y con el valor que el juzgado ha fijado ($ 33.319.722,88), el 
demandado y su familia NO alcanza a comprar ni siquiera una vivienda de interés 
prioritario, ya que esa clase de casas tienen un costo mucho mayor a la cuantía 
irrisoria que está ordenando el Juzgado. 

 
Téngase en cuenta que se estimó en $ 33.319.722,88 el monto total de la 
indemnización, cuando está claro que NO hubo avalúo legal alguno ni en la etapa 
de enajenación voluntaria; pues NO existe dicho avalúo en el expediente 
expropiatorio, tampoco le fue notificado al propietario del bien, solo existe una hoja 
tamaño carta a folio 18 que no es un avalúo legal. Tampoco ha habido avalúo legal 
en la etapa expropiatoria tal como se demuestra. Del mismo modo, se limitó a 
estimar indemnización únicamente en una parte de valores dejados de percibir por 
concepto de arrendamiento y por ende, parte del lucro cesante fue el único 
componente de la supuesta indemnización. Eso rompe la teoría de la reparación 
integral que se debe en casos de expropiación, puesto que una cosa es pagar el 
lucro cesante, y otra muy diferente es INDEMNIZAR a la familia expropiada por el 
hecho de abandonar su hogar desplazarse hacia una nueva vivienda. Son dos 
cosas muy diferentes. 
 
7. El Juzgado Cincuenta Civil del Circuito de Bogotá a través de la providencia de 
fecha Tres (3) de Marzo de 2021 objeto de alzada, constituye una violación flagrante 
al derecho a una indemnización justa del expropiado, Vulnera los derechos 
fundamentales de la familia expropiada, violentando el ordenamiento jurídico 
nacional, el precedente judicial y las normas Internacionales expuestas para este 
fin, para lo cual me permito controvertir dicha providencia en los siguientes términos: 
 
En cuanto a los antecedentes de la providencia recurrida  
 
No se encuentra descifrado la debida elaboración del avalúo al predio ofertado en 
la etapa de enajenación voluntaria; Por cuanto NO existió dicho avalúo Legal.   
 
En cuanto a la orden del Juzgado ordenada al Perito del IGAC anotada en la 
providencia apelada y en el auto 22 de enero de 2020 en cuanto a que:  
 
(…), 
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(iii) Proceda a realizar la indexación del valor cancelado por precio dado a la 
vivienda expropiada, esto es 15.868.968 m/cte desde el mes de noviembre de 2005 
a la fecha, haciendo las respectivas deducciones. 
 
Es claro determinar que dicha solicitud carece de legalidad absoluta:    
 
Por cuanto que la “indexación” de valores no es la fórmula legal apropiada para 
cuantificar la indemnización de una vivienda familiar expropiada.   
 
Hace mención a unos valores ($15.868.968,oo), sin tener certeza de donde 
provienen dichas cuantías; cuando no ha habido Avalúo Legal alguno a la vivienda 
expropiada, como se observa en el expediente de expropiación donde  dicha 
experticia integral como lo ordena la Ley no se observa; 
 
Cuando lo que procedía era efectuar un dictamen pericial legal actualizado 
conforme lo ordena el segundo párrafo del artículo 61 de la ley 388 de 1997, el 
Decreto 1420 de 1998 y la Resolución 620 de 2008  del IGAC., y demás normas 
legales y Jurisprudenciales concordantes. 
 
En Cuanto a las Consideraciones: 
 
Es claro establecer que se está vulnerando el artículo 58 superior, y demás normas 
aplicables teniendo en cuenta que no se dio cumplimiento a dicho precepto 
constitucional, pero además se desatendió el precedente judicial de Corte 
Constitucional  que en lo pertinente ordena: 
 
“La Corte establece que la expropiación debe responder a tres principios esenciales 
“i) el principio de legalidad fundamento de todo Estado de Derecho, ii) la efectividad 
del derecho de defensa y del debido proceso del particular que va a ser expropiado 
y iii) el pago de una indemnización que no haga de la decisión de la Administración 
un acto confiscatorio, expresamente prohibido en el artículo 34 de la Constitución.”  
(Corte Constitucional de Colombia, 2001, Control de constitucionalidad, C-059).  
Esto en aras de proteger el derecho a la propiedad privada sin desconocer que esta 
figura es el instrumento con el que cuenta el Estado para garantizar la efectividad 
de los derechos, deberes y principios consagrados en la carta política”. 

  
En cuanto al quinto inciso, y sobre el Daño Emergente en el que en lo pertinente 
afirma que: 
 
“Para dicho fin, es menester tener en cuenta el valor que se fijó dentro de la etapa 
de enajenación voluntaria…”. 
 
Téngase en cuenta que NO se observa en el expediente de expropiación que haya 
existido avaluó legal integral alguno a la vivienda, ni en la etapa de enajenación 
voluntaria, tampoco en la etapa expropiatoria, pues existe una nota del tamaño de 
una hoja carta (a folio 18) con algunos datos de la vivienda y unos valores sin 
sustento legal alguno; pero dicha nota NO es el avaluó legal que ordena el Decreto 
1420 de 1998, la Resolución 620 de 2008  del IGAC y el Precedente Judicial de las 
altas Cortes. En dicha nota NO se observa metodología alguna, tampoco la 
reglamentación urbanística aplicada, ni la investigación de mercado y ofertas que 
se hayan efectuado a predios vecinos para calcular el valor comercial del inmueble, 
ni los métodos usados en lo que debe ser una experticia legal.       
 
Pues, el despacho OMITIÓ, ordenar una experticia legal actualizada al presente en 
la que se incluyera el pago del Terreno, el Total de la Construcción (72m2), el daño 
emergente consolidado y el lucro cesante debido, aclaración solicitada por la Corte 
Suprema de Justicia. 
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En la legislación Colombiana se establece que a la expropiación debe precederle el 
pago de una indemnización por el valor de la propiedad (terreno y construcción) y 
es evidente que esto no se ha cumplido.  
 
La funcionaria judicial avaló el proceder ilegal del perito del IGAC, mediante el cual 
para elaborar la experticia, desconoció la Reglamentación Urbanística real existente 
del predio al momento de la oferta; de Suelo Urbano Residencial, cambiándola por 
Suelo Protegido. Peor aún, le cambio la razón jurídica al inmueble de Predio 
URBANO, por Suelo RURAL; aplicando un avalúo írrito de bien rural al predio 
Urbano. sin existir ley alguna que ordene dicho procedimiento.   

 
El perito avaluador, y la funcionaria judicial, olvidaron que; un terreno cuando es 
expropiado sale del comercio, por lo que no resulta aplicable tomar como referente 
la demanda del mercado actual del bien afectado; sino que se debe tener en cuenta 
la reglamentación urbanística municipal o distrital vigente al momento de la oferta 
de compra. Como lo ordena el Segundo Párrafo del artículo 62 de la Ley 388 de 
1997 que ordena: 
 
“El valor comercial del bien. Se determinará teniendo en cuenta la reglamentación 
urbanística municipal o distrital vigente al momento de la oferta de compra en 
relación con el inmueble a adquirir, y en particular con su destinación económica”. 
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos en cuanto a este procedimiento ha 
estimado que:  
 
“en casos de expropiación, para que la justa indemnización sea adecuada se debe 
tomar como referencia el valor comercial del bien objeto de la expropiación anterior 
a la declaratoria de utilidad pública de éste, y atendiendo lo justo equilibrio entre el 
interés general y el interés particular a que se ha hecho referencia en la presente 
sentencia”. 
 
Entonces se desconoce, en que norma legal se basaron tanto el perito del IGAC, 
como la funcionaria judicial para efectuar el valor de la indemnización; cuando se 
observa que el predio está totalmente afectado; y avaluarlo en estas condiciones 
vulnera el derecho a una indemnización justa como lo ordena la norma internacional.  
  
Sin embargo, el despacho desconociendo el procedimiento legal debido establece 
que: 
 
“ A si, partiendo que el inmueble se encuentra totalmente afectado por la Ronda 
Hidráulica y zona de Manejo y Preservación Ambiental del Humadal Tibanica, el 
valor del área se asocia al valor del suelo rural aledaño con vocación agropecuaria 
localizado en los municipios cercanos, monto al que se suma los costos de 
urbanismo que este presenta”. 
 
Se observa que estando el predio AFECTADO fue avaluado para efectos de liquidar 
la indemnización; como si se tratara de un bien que no estuviera afectado.  
 
Esta actuación indebida del perito, como del despacho es completamente ilegal, 
pues no existe Ley alguna que ordene  que se puede  avaluar el predio ya afectado 
para liquidar la indemnización al expropiado. 
 
Peor aún, que para llevar a cabo el avalúo se pueda cambiar la Reglamentación 
Urbanística verdadera que tiene un predio al momento de la oferta de Suelo Urbano 
Residencial, por Suelo Protegido. Peor aún, que se pueda cambiarle  la razón 
jurídica del inmueble de Predio URBANO por Suelo RURAL, y asignarle precio de 
este último, para liquidar la indemnización al expropiado. 
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En cuanto al daño Emergente expuesto en el auto recurrido: 
  
Se observa que el juzgado desvía inadecuadamente el procedimiento debido para 
liquidar la indemnización afirmando que:   
 
“Se señala que para la fecha en que se realizó la oferta de compra del predio, se 
encontraba vigente el decreto 469 del 23 de diciembre de 2003 “Por el cual se revisa 
el Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá, Distrito Capital” contemplándose que 
este se ubica dentro del corredor Ecológico Distrital del Humedal Tibanica, de 
conformidad con los artículos 17,74,76,85,86 y 87 de la citada codificación”. 
 
En cuanto a lo anterior me permito afirmar que: 
 
El aludido decreto 469 del 23 de diciembre de 2003, era un decreto general y NO 
una Resolución de Afectación de la Propiedad Privada; no contenía la  Identificación 
del Inmueble a afectar; el número de su folio de Matrícula Inmobiliaria y Cedula 
Catastral, para cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 52 del Decreto 
1250 de 1970, tampoco la ubicación exacta ni la dirección del posible predio a 
afectar, ni el nombre ni la identidad de su propietario. 
 
La actuación para afectar un predio de propiedad privada además debe garantizar 
el debido proceso, notificando la resolución de afectación al propietario del bien, 
conforme a la parte primera del Código Contencioso Administrativo, hoy Ley 1437 
de 2011. Procedimiento que nunca se cumplió antes de la oferta de compra. 
 
Se reitera, que para que un predio de propiedad privada sea AFECTADO a bienes 
de uso público, o declarado zona de preservación ambiental, o como suelo 
protegido; La afectación debe estar contenida en una resolución o Acto 
Administrativo, que debe cumplir con requisitos mínimos; Uno de estos debe ser la 
Identificación del Inmueble a afectar por el número de su folio de Matrícula 
Inmobiliaria y Cedula Catastral, para cumplir con los requisitos establecidos en el 
artículo 52 del Decreto 1250 de 1970 como lo señaló la Superintendencia de 
Notariado y Registro en comunicación No. 001445 pagina 3 de fecha 18 de febrero 
de 2002 sobre estos predios (anexos 4,5 y 6), la actuación de afectación debe 
garantizar el debido proceso,  y deberá notificarse dicha resolución de afectación al 
propietario del bien, conforme a la parte primera del Código Contencioso 
Administrativo, hoy Ley 1437 de 2011; 

 
 Por tanto, NO es cierto que dicho decreto se haya tratado de una resolución de 
afectación del predio de mi representado.  
 
En cuanto al supuesto avalúo comercial de la Sociedad Colombiana de 
Avaluadores, dicho avalúo como se observa en el expediente de “expropiación” 
nunca existió; pues como se dijo antes, lo que se observa es una nota en una hoja 
tamaño carta con los datos sin sustento legal alguno (a folio 18) que no es un avaluó 
legal.  Pero que además dicha nota junto con el precio contenido en la oferta de 
compra por su ilegalidad fue OBJETADO dentro del tiempo legal por el propietario 
del bien como se observa en las pruebas anexas 1 al 3. 
 
El juzgado en su actuación, vulneró además la Especial Protección 
Constitucional de que es titular el núcleo familiar de mi representado, y el 
Patrimonio de Familia que pesaba sobre Inmueble.  
 
En cuanto a la indemnización por expropiación de la vivienda familiar la Corte 
Constitucional mediante Sentencia C-750 de 2015 señaló: 

  
“La Corte Constitucional sostiene que en algunas circunstancias excepcionales, el 
resarcimiento tendrá un propósito restitutivo o restaurador, y comprenderá la  
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reparación de todos los perjuicios causados con la expropiación, así como la 
restitución de un inmueble de similares condiciones al perdido. (Corte Constitucional 
de Colombia, 2015, Control de constitucionalidad, C-750). Estas circunstancias 
hacen referencia a los intereses de los afectados que tienen una especial protección 
constitucional, por ejemplo las madres cabeza de familia, los discapacitados, los 
niños o las personas de la tercera edad o se desea expropiar una vivienda sujeta a 
patrimonio de familia”.   
  
La jurisprudencia Interamericana ha realizado pronunciamientos sobre población 
Vulnerable referente a la propiedad. De acuerdo a dicha jurisprudencia la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos: 
 
“ha estimado que se debe tener en consideración la condición socio-económica y 
de vulnerabilidad de las víctimas, y el hecho que los daños ocasionados a su 
propiedad pueden tener un efecto y magnitud mayores que los que hubiesen tenido 
para otras personas o grupos en otras condiciones. Los grupos de personas que  
viven en circunstancias adversas y con menos recursos, tales como las personas 
que viven en condiciones de pobreza, enfrentan un incremento en el grado de 
afectación a sus derechos precisamente por su situación de mayor vulnerabilidad” 
Por lo mismo, “la destrucción de hogares con condiciones básicas de pobladores, 
constituye, además de una gran pérdida de carácter económico , una pérdida de 
sus condiciones básicas de existencia, lo cual hace que la violación al derecho a la 
propiedad cobre especial gravedad”. 
 
“la violación al artículo 21 se configuró por la desposesión de bienes por parte del 
Estado mediante mecanismos que no se atuvieron a los casos y los procedimientos 
legales que autorizan una expropiación, por la ausencia de una justa compensación. 
Y a consecuencia de aquello la Corte ordenó como medida reparatoria que el señor 
Ivcher “pueda realizar las gestiones necesarias para recuperar el uso y goce de sus 
derechos como accionista mayoritario (…)”. 
 
“…Ahí la Corte señala que la medida estatal de rebajar sustancialmente el monto 
de la indemnización no se satisface la proporcionalidad “porque no contemplo 
ninguna posibilidad de aplicación que hiciera menos gravosa la disminución del 
monto indemnizatorio que le correspondía” a la víctima, dado que “[e]n las 
circunstancias específicas del caso concreto, el no pago completo de la suma 
dispuesta judicialmente en favor de una persona pobre en situación de 
vulnerabilidad exigía una justificación mucho mayor de la restricción del derecho a 
la propiedad y algún tipo de medida para impedir un efecto excesivamente 
desproporcionado, lo que no se comprobó en este caso” Es decir, si la ley de 
ponderación incluye los pasos de “definir el grado de la no satisfacción o de 
afectación de uno de los principios”, como “la importancia de la satisfacción del 
principio que juega en sentido contrario”, y finalmente, “definirse si la importancia de 
la satisfacción del principio contrario justifica la restricción o la no satisfacción del 
otro”, para la Corte resultaba que la grave afectación a la propiedad sufrida por la 
victima (de extrema pobreza y con discapacidad severa), no era compensada en el 
interés general de hacer frente a la grave crisis económica por la que atravesaba el 
país”.  
 
El Estado argentino debió tomar en consideración la situación especial por la que 
atravesaba la víctima y no aplicar una regla indiferenciada de ahorro del gasto 
público en el caso.   
 
El H. Consejo de Estado mediante Fallo 03131 de 2018  Consejera Ponente: Dra. 
Rocío Araujo Oñate, Rad. 05001-2333-000-2017-02109-01, sentencia del 1º de 
febrero de 2018 se ha referido a este grupo poblacional en los siguientes términos:  

“La Corte Constitucional, en lo que respecta a la condición de sujetos de especial 
protección, la ha definido como la que ostentan aquellas personas que debido a  
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condiciones particulares, a saber, físicas, psicológicas o sociales, merecen un 
amparo reforzado en aras de lograr una igualdad real y efectiva. Por esto, ha 
establecido que entre los grupos de especial protección se encuentran los niños, los 
adolescentes, los ancianos, los disminuidos físicos, síquicos y sensoriales, las 
mujeres cabeza de familia, las personas desplazadas por la violencia, aquellas que 
se encuentran en extrema pobreza y “todas aquellas personas que por su situación 
de debilidad manifiesta se ubican en una posición de desigualdad material con 
respecto al resto de la población; motivo por el cual considera que la pertenencia a 
estos grupos poblacionales tiene una incidencia directa en la intensidad de la 
evaluación del perjuicio, habida cuenta que las condiciones de debilidad manifiesta 
obligan a un tratamiento preferencial en términos de acceso a los mecanismos 
judiciales de protección de derechos, a fin de garantizar la igualdad material a través 
de discriminaciones afirmativas a favor de los grupos mencionado”. 
 
 A través de la Providencia de fecha tres (3) de marzo de dos mil veintiuno el 
Juzgado de conocimiento de la “expropiación” ordeno como valor de la  
indemnización total a reconocer a favor de mi poderdante por la vivienda la irrisoria 
suma de $ 33.319.722,88.  
 
Valor que no compensa la expropiación padecida. Teniendo en cuenta que para el 
año 2019 la vivienda “expropiada” de acuerdo a la Ley tenía un valor de $ 
176.909.688 sin tener en cuenta el daño emergente real y el lucro cesante.    
  
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que:  
 
“La privación de la propiedad sin el pago de una justa indemnización constituye una 
violación al derecho a la propiedad privada consagrado en el artículo 21.2 de la 
Convención”.   
 
“…, no cumplieron con los requisitos mínimos del debido proceso legal. A este 
respecto, el Tribunal observó que cuando un procedimiento se lleva a cabo en 
violación de la ley, las consecuencias legales correspondientes también deben 
considerarse ilegales”.  
 
Es de anotar que en el ordenamiento jurídico interno de Colombia los tratados, 
convenios y convenciones internacionales en materia de derechos humanos tienen 
carácter obligatorio, vinculante y jerarquía constitucional.  
 
Es claro que: El derecho a la propiedad privada no es un derecho absoluto, pues en 
el artículo 21.2 de la Convención se establece que para la privación de los bienes 
de una persona sea compatible con el derecho a la propiedad debe fundarse en 
razones de utilidad pública o de interés social, sujetarse al pago de una justa 
indemnización, practicarse según los casos y las formas establecidas por la ley y 
efectuarse de conformidad con la Convención.  
 
ANTECEDENTES DEL PROCESO DE EXPROPIACIÓN 
 
1). El diez (10) de agosto de mil novecientos noventa (1990) la familia de mi 
representado compro el predio No. 12 de la Manzana 29 identificado con la 
nomenclatura actual Diagonal 73G SUR No. 78 – 34 Barrio Manzanares de Bosa 
Bogotá D.C., mediante Contrato de Venta y cesión de posesión No. 0038608 – AA 
–, Registrado en la Notaria veintinueve del círculo de Bogotá., y Posterior, Escritura 
Pública número 156 de la Notaría 33 del Círculo de Bogotá D.C. Registrada en la 
oficina de Registro de Instrumentos Públicos Zona Sur de Bogotá D.C. Vivienda de 
Interés Social y Patrimonio de Familia. 
 
2). La Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, en adelante (EAAB ESP)., 
mediante   Oferta de compra No. 0750-294-1-092 del 23 de abril de 2004 (a folios  
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16 y 17), notificada el 28 de abril de 2004, le informó a mi procurado que el inmueble 
de su propiedad era requerido con motivo de la ampliación de la Zona de Manejo y 
Preservación Ambiental de la Tibanica, pero dicha empresa OMITIÓ avaluar 
legalmente el predio ofertado en la etapa de enajenación voluntaria, pues no le 
notificó  avalúo legal alguno, violando el procedimiento ordenado en la Ley 
Colombiana y las normas Internacionales dispuestas para este fin. 

  
3). El 14 de septiembre de 2004 la EAAB ESP emite la resolución No. 0707 mediante 
la cual ordena la expropiación de la vivienda familiar de mi representado y el 25 de 
febrero de 2005 a través de apoderado la EAAB ESP radicó la demanda de 
expropiación contra la Vivienda Familiar, (a folios 30 a 34), correspondiendo al 
Juzgado Veintiocho Civil del Circuito de Bogotá, quien le asigno el número de 
proceso 11001310302820050011100, y el 12 de noviembre de 2010 ese Juzgado 
a través de la funcionaria judicial Hilda Ester Carrillo Ballesteros dictó Sentencia, 
cambiándole el legítimo propietario al inmueble a expropiar, decretando la 
expropiación en favor de la  EAAB ESP ( a folios 137 a 141),  Para lo cual, la 
funcionaria judicial usó la nota ilegal aportada por la empresa expropiante (a folio 
18), para desconocer el avalúo legal al predio, negar el pago por el Terreno y por  la 
Construcción del inmueble a expropiar.  
 
La funcionaria Judicial a sabiendas que dicha nota del tamaño de una hoja carta al 
que denominaron “informe técnico”, era un documento ilegal para ser usado en el 
proceso de expropiación; por cuanto, no se trataba de ningún avalúo legal y a pesar 
de ello lo utilizó en el Proceso expropiatorio; pues solo ordeno el pago de la 
indemnización de perjuicios, y desconoció el pago del Terreno y de la Construcción 
del predio; es decir aplicó indebidamente la extinción del dominio sobre el inmueble, 
constituyéndose dicho acto no en una expropiación, sino en un ACTO 
CONFISCATORIO;  Procedimiento prohibido en el artículo 34 de la Constitución 
Nacional; confiscación indebida a la que igualmente se allano tiempo después el 
Juzgado Cincuenta Civil del Circuito de Bogotá, a través de la providencia del diez 
(10) de abril de 2018 a (folio 567 y 568). 
 
Con el acto “expropiatorio” se quebrantó contundentemente el artículo 2 y 58 de la 
Constitución Nacional, igualmente entratandose de una familia Especialmente 
Protegida por la Constitución Nacional, se violentó el artículo 13 superior, y el 
Precedente Judicial de las altas Cortes, Se Violó el artículo 17 de la Declaración de 
los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, que establece “Siendo la 
propiedad un derecho inviolable y sagrado, nadie podrá ser privado de ella sino en 
caso evidente de necesidad pública, debidamente justificada y previa una justa 
indemnización.” 
 
Así mismo, violentó el artículo 21 numeral 2° del Pacto de San José de Costa Rica, 
relativo a los derechos económicos y sociales, que por virtud de lo dispuesto en el 
artículo 94 de la Constitución Política de 1991 hace parte del llamado “bloque de 
constitucionalidad” que señala “ninguna persona puede ser privada de sus bienes, 
excepto mediante el pago de indemnización justa, por razones de utilidad pública o 
de interés social y en los casos y según las formas establecidas por la ley”; 

  
Siendo una expropiación completamente ilegal; Objeto de nulidad absoluta,  
 
4). La EAAB ESP para justificar el desalojo de la vivienda “expropiada” consigno a 
nombre del Juzgado Veintiocho Civil del Circuito de Bogotá, la suma de $11.367.000 
(a folio 58), para posteriormente  asumir que esa consignación correspondía al pago 
total por la vivienda, incurriendo en violación a los artículos 2, 13, 29, 51 y 58 de la 
Constitución Nacional. Pues, dicha consignación no correspondía al pago por la 
vivienda; sino a una simple garantía, como lo establece las normas internacionales, 
y la H. Corte Constitucional en Sentencia C-153 de 1994 que al respecto señaló:   
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“La consignación que se ordena realizar en el artículo 457 del código de 
procedimiento civil no es el pago del precio debido por la transferencia del dominio 
del bien -como quiera que para entonces es una entrega de la tenencia-, sino una 
simple garantía que demuestra el compromiso del Estado de generar confianza en 
el futuro pago del precio, cuando el bien sea efectivamente tramitado, con base en 
el principio constitucional de la buena fe (art. 83).” (Sentencia C-153 de 1994). 
 
5). En el marco del proceso de expropiación, dicha empresa en el mes de enero de 
2008 taponó el ingreso y salida del inmueble a la vía pública con muros en concreto 
y malla eslabonada, incomunicando la vivienda con la Vía Pública y con el resto de 
viviendas de la Urbanización, ocasionando daños y perjuicios; entre otros, la 
terminación del contrato de arrendamiento por parte del arrendatario de la unidad 
residencial encerrada, privando del arriendo a partir del mes de febrero de 2008 al 
propietario del bien. 
 
6). En el mes de agosto de 2015 por disposición de los acuerdos emanados de la 
Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura el trámite del proceso 
expropiatorio del suscrito pasó a manos del Juzgado Civil del Circuito de 
descongestión, hoy Juzgado Cincuenta Civil del Circuito de Bogotá D.C, Quien por 
Auto, del 22 de Marzo de 2017 (a folio 431) posesionó como Perito al señor OSCAR 
OMAR NAVARRO RODRIGUEZ y que en la parte resolutoria le fue ordenado:  
 
“AUTO. 1. Se le pone de presente al perito aquí posesionado, que la experticia 
dispuesta en este proceso, deberá ser rendida en forma conjunta y concomitante 
con el auxiliar de la justicia de la lista elaborada por el Consejo Superior de la 
Judicatura, de lo cual se le enterará de forma oportuna para indicarse el término 
respectivo de rendición, que no será inferior a 10 días. DESICIÓN NOTIFICADA EN 
ESTRADOS”. Esta orden legal no se cumplió por el juzgado Cincuenta Civil del 
Circuito de Bogotá. Vulnerando artículo 456 del C de P.C,  artículo 21 de la ley 56 
de 1981, artículo 20 del decreto 2265 de 1969, y Artículo 61 de la Ley 388 de 1997. 
Y la Sentencia C-1074 de 2002 de la Corte Constitucional. 
 
7). El Juzgado Cincuenta Civil del Circuito de Bogotá, por Auto de fecha 19 de 
diciembre de 2017, (a folios 490 y 491), ordenó la entrega de la vivienda para el día 
29 de junio de 2018, sin que se llevara a cabo un avalúo legal y consistente al 
inmueble expropiado, que garantizara el pago de una indemnización justa conforme 
lo establece la ley; desalojo que fue aplazado para el 27 de julio de 2018 como se 
observa en el acta de fecha 29 de junio de 2018 (a folio 633). 
 
En el transcurso del plazo para el desalojo de la vivienda; entre el 29 de junio de 
2018 al 27 de Julio de 2018 la abogada de la EAAB ESP. ANGIE CAROLINA 
MARTINEZ R. atentando contra la unidad familiar del expropiado lo llamó de su 
celular número 3112565640 para coaccionarlo diciéndole que tenía que tener    
desocupada la casa para el día 27 de julio de 2018, y que ya estaban citadas las 
entidades y autoridades para hacer efectiva la demolición de la vivienda; que a su 
señora madre por tener para esa fecha 83 años de edad la llevarían a un ancianato 
de la Secretaría de Integración Social, que a la menor (nieta) por tener 2 años de 
edad sería entregada al Instituto del Bienestar Familiar ICBF, que si habían 
mascotas le serían entregadas a una entidad de protección animal, y que las cosas 
de su propiedad; estufa, camas, ropa, muebles, etc. serían cargadas en una 
Volqueta de la EAAB ESP y llevadas a una bodega de esa empresa, y que mi 
representado quedaría  por la calle a pedir posada donde alguien conocido. Que por 
tanto, debía firmar un acta de entrega del inmueble para que le dieran un anticipo 
para pagar arriendo y trasteo, obligándolo a dejar sus bienes para conservar la 
unidad familiar;   
 
El 27 de Julio de 2018 fue OCUPADO MATERIALMENTE EL INMUEBLE por la 
EAAB ESP, Ese día fue demolida la vivienda, bajo la figura de la entrega anticipada.  
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Debiendo marcharse mi defendido con su núcleo familiar a pagar arriendo sin que 
le hubieran pagado el terreno y construcción, tampoco la indemnización por 
perjuicios a que tiene derecho por la expropiación sufrida. 
 
8). El Perito avaluador del IGAC. OSCAR OMAR NAVARRO RODRIGUEZ solo 
hasta el 11 de marzo de 2019 (a folios 666 a 693), entregó al Juzgado el supuesto 
avalúo del bien, en el que al igual que los Juzgados de conocimiento de la 
expropiación deterioró gravemente el valor económico del inmueble; para lo cual le 
cambió  irregularmente la Reglamentación Urbanística real y legal que tenía el 
inmueble al momento de la Oferta de Suelo Urbano Residencial, por Suelo 
Protegido, (a folio 673) violando la ley y las normas internacionales y anteponiendo 
de hecho; más no de derecho, un decreto de carácter general que no era una 
resolución de afectación como lo ordena el ordenamiento jurídico nacional.  
 
9). La OFERTA de COMPRA del Inmueble le fue notificada a mi poderdante el 28 
de abril de 2004, (a folio: 756) y la EAAB ESP solo hasta el 02 de junio de 2004 
afectó el predio con la inscripción ante la Oficina de Registro de Instrumentos 
Públicos de Bogotá Zona Sur, como se observa en la anotación Nro: 5 radicación 
2004-39236 del certificado de Tradición y Libertad del predio (a folios: 54 y 55), No 
obstante lo anterior; el Señor perito avaluador parcializándose con la empresa 
ofertante, y para agradar a sus pretensiones se INVENTÓ que la afectación al 
inmueble había ocurrido a la Oferta de compra, falsedad a la que estuvo de acuerdo 
el juzgado de conocimiento para de esta forma degradar el valor legal de la vivienda;   
 
Además, uso los valores inventados en el año 2004 de la nota ilegal aportada por la 
EAAB ESP, para adicionarlos a su experticia en el año 2019 (a folios 670 y 682); 
cuando lo que procedía era un Avalúo Legal actualizado conforme a lo ordenado en 
el Segundo Párrafo del artículo 62 de la Ley 388 de 1997. 
 
Pero, dicho profesional, violando flagrantemente la Ley, y el derecho a una 
Indemnización Justa de quien resulta expropiado por el Estado; de un plumazo le 
cambio la Reglamentación Urbanística verdadera que tenía el predio al momento 
de la oferta de Suelo Urbano Residencial, por Suelo Protegido. Peor aún, le 
cambio igualmente la razón jurídica del inmueble de Predio URBANO por Suelo 
RURAL, sin haber ley alguna que ordene dicho procedimiento., y se marchó a 
las poblaciones de Mosquera, Madrid y Facatativá Cundinamarca, a más de 50 
kilómetros de distancia de donde se encontraba el predio expropiado, para colocarle 
precio de esos terrenos rurales al predio Urbano de mi propiedad (a folio 683) 
actuación ilegal avalada por la funcionaria judicial del Juzgado Cincuenta Civil del 
Circuito de Bogotá, para dictar la providencia de fecha tres (3) de marzo de 2021.  
 
10).   Después de una conversión ilegal de valores (a folios 687 a 692), arribo a la 
conclusión que la Vivienda Ubicada en la Localidad de Bosa de propiedad de mi 
representado; Terreno completamente Plano, de una extensión de 72 metros 
cuadrados (72M2), Estrato dos (2), con una construcción total de 72 metros 
Cuadrados en Bloque y Ladrillo, Vigas, Pisos y Columnas en Concreto y hierro, Teja 
de Eternit, Puertas y Ventanas en Lamina y Madera. Con Escritura Pública a nombre 
de mi representado, Impuestos al día y Servicios Públicos; Según el mentado 
“profesional” llegó a la conclusión que solo tenía derecho a una indemnización de 
SIETE MILLONES NOVECIENTOS SETENTA Y SEIS MIL CUATROCIENTOS 
OCHENTA Y DOS PESOS MONEDA CORRIENTE ($ 7.976.482) por la vivienda, 
como se observa (a folio 692).  Pero además, se negó a cuantificar el Lucro cesante 
debido, y el daño emergente real en su supuesto avalúo. 
  
11). Teniendo en cuenta, la gravísima violación a los derechos fundamentales y 
humanos al núcleo familiar expropiado, la Procuraduría General de la Nación a 
través de la Procuradora 31 Judicial II para Asuntos Civiles de Bogotá, requirió a la 
Juez de conocimiento de la expropiación a través de la Comunicación 2017-843994  
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de fecha 24 de abril de 2019 (a folios 714 a 718), en lo pertinente le solicitó:  
  
“En ese sentido solicito a su señoría revisar la determinación cuestionada y ajustarla 
a los parámetros legales en lo que al avalúo se refiere, atendiendo a la sentencia 
de instancia…” 
 
Pero la funcionaria Judicial aceptando la Pericia ilegal presentada por el Perito del 
IGAC, se negó a acatar la solicitud de la Procuraduría General de la Nación., y 
Desconociendo la medida Cautelar del PATRIMONIO DE FAMILIA que pesa sobre 
el predio, y OMITIENDO consultar los intereses de la comunidad y del particular 
afectado, Violando el Preámbulo de la Carta Política, la vivienda digna, el precepto 
58 Constitucional, las normas Internacionales expuestas para este fin, el 
Precedente Jurisprudencial, y la Especial Protección Constitucional del núcleo 
familiar expropiado. Mediante providencia de fechas 30 de Mayo de 2019 (a folios 
732 a 734) negó el pago de la indemnización justa, para lo cual decretó un pago 
irrisorio de bien desechable de tan solo $ 18.951.559  Incurriendo la funcionaria 
judicial además en Indebida Tasación de la Indemnización.    
 
12). La H. Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Civil, mediante Sentencia 
STC17054-2019 de fecha dieciséis (16) de diciembre de dos mil diecinueve (2019), 
consideró que el Juzgado Cincuenta Civil del Circuito de Bogotá D.C., Vulneró los 
derechos fundamentales al expropiado señor VENANCIO PARRA SALAMANCA.  
 
Para lo cual, la Corte revocó la sentencia impugnada, y concedió la protección 
rogada por mi representado ordenando:  
 
(…) 
 
“PRIMERO: REVOCAR la sentencia impugnada para CONCEDER la protección 
rogada. 
 
En consecuencia, se ordena al Juzgado Cincuenta Civil del Circuito de Bogotá, que 
dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación 
del presente fallo, deje sin efecto el auto 30 de mayo de 2019, así como las 
providencias que de éste se deriven, y adopte las medidas necesarias, haciendo 
uso de sus facultades oficiosas para obtener la aclaración del dictamen pericial 
rendido por el IGAC, en cuanto valor actualizado de la indemnización en favor del 
actor, con ocasión de la expropiación de su inmueble, conforme a las 
consideraciones aquí expuestas. Envíesele copia de esta providencia.  
 (…). 
 
13). La H. Corte Suprema de Justicia concedió la Protección rogada por el suscrito 
y  ordenó al juzgado de conocimiento de la expropiación:  
 

• Aclarar el dictamen pericial rendido por el perito del IGAC. 

• Actualizar el valor de la Indemnización del inmueble expropiado. 

• Dar cumplimiento a las Convenciones y Tratados Internacionales adoptados 
por Colombia en cuanto a expropiación se trata. 

• Garantizar los Derechos Humanos de la familia expropiada.  
  

La Aclaración del Dictamen Pericial, tiene como objetivo  que los peritos adicionen 
a la experticia frente a posibles omisiones en que hubieren incurrido en el estudio y 
análisis del objeto de prueba, o que resuelvan aspectos contradictorios u oscuros 
del mismo. El resultado de este trámite es la recomposición del dictamen pericial 
por uno nuevo, y este debe superar las falencias que la Corte indicó. 
 
El valor actualizado de la indemnización; es la Acción y Efecto de Actualizar, 
Adaptar o Cambiar el Valor antiguo o Anticuado del bien, dándole las características  
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de lo que se considera moderno o actual. Actualizar es entonces convertir algo 
pasado en un acto presente, Introduciendo o aportando los precios más actuales o 
recientes reales; y que para el presente caso, debe tenerse como referencia el valor 
real actual de las Ofertas de Predios urbanos vecinos del mismo sector al predio 
expropiado que no fueron afectados por el proyecto ambiental.  
  
14). No obstante lo ordenado por la Corte Suprema de Justicia en la Sentencia 
STC17054-2019 del 16 de diciembre de 2019, el Perito del IGAC, al igual que la 
funcionaria judicial se negaron a cumplir lo ordenado por la Corte RATIFICANDO su 
experticia ilegal inicial; manifestando en la página 3 del escrito de “actualización y 
aclaración” a folio 853 del expediente de expropiación lo siguiente:  
 
“En consecuencia se RATIFICA el valor Unitario de Terreno adoptado para el 
Inmueble y por ende se RATIFICA también el avalúo total establecido para el 
mismo”, 
 
Dejando intacto el avalúo ilegal inicial;   
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que:  
 
“La privación de la propiedad sin el pago de una justa indemnización constituye una 
violación al derecho a la propiedad privada consagrado en el artículo 21.2 de la 
Convención”.   
“…, no cumplieron con los requisitos mínimos del debido proceso legal. A este 
respecto, el Tribunal observó que cuando un procedimiento se lleva a cabo en 
violación de la ley, las consecuencias legales correspondientes también deben 
considerarse ilegales”.  
 
Es de anotar que en el ordenamiento jurídico interno de Colombia los tratados, 
convenios y convenciones internacionales en materia de derechos humanos tienen 
carácter obligatorio, vinculante y jerarquía constitucional.  
 
Es claro que: El derecho a la propiedad privada no es un derecho absoluto, pues en 
el artículo 21.2 de la Convención se establece que para la privación de los bienes 
de una persona sea compatible con el derecho a la propiedad debe fundarse en 
razones de utilidad pública o de interés social, sujetarse al pago de una justa 
indemnización, practicarse según los casos y las formas establecidas por la ley y 
efectuarse de conformidad con la Convención.  
  
De lo anterior, se desprende que el Juzgado de conocimiento no ha respetado el 
ordenamiento jurídico interno, tampoco ha respetado los requisitos previstos en la 
Convención Americana, vulnerando el principio de legalidad, por lo que el 
procedimiento expropiatorio ha resultado arbitrario.  
 

PRUEBAS 
 
Ruego tener como tales la actuación surtida en el proceso de expropiación. 
 
De mi parte allego las siguientes: 
 

a. Impugnación oferta y nota con valores ofertados. En archivo PDF. 
b. Avaluos tomados a predios vecinos, y al expropiado. archivo PDF. 
c. Oficio No. 001445 de la Superintendencia de Notariado y Registro. En archivo 

PDF   
 
NOTIFICACIONES 
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Las recibiré en la: CARRERA 8 No. 11 – 39 Oficina 312. BOGOTÁ D.C. Teléfonos: 
3341773 – 3420712 FAX: 2434914 Móvil: 315 3055583  Dirección Correo 
Electrónico: Triana.franky@gmail.com  
 
Mi poderdante: VENANCIO PARRA SALAMANCA las recibirá en la CALLE 39 
SUR No. 82 – 45 Bogotá D.C. Teléfono Celular: 320 8437313 – 314 3462203.  
Dirección Correo electrónico:  jcomunalmbosa@gmail.com   
 
Atentamente,  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
FRANKY STIVEN TRIANA LÓPEZ 
C.C. 1.023.927.859 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 296.485 del C.S.J.  
Dirección Correo Electrónico: 
Triana.franky@gmail.com  
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